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Los medios alternativos de solución de controversias

La perspectiva de derechos humanos  
en la incorporación de los medios alternos  

al texto constitucional

El estudio de los medios alternativos de resolución de 
controversias tiene amplias repercusiones en el ámbito 
de la teoría del proceso, la existencia de un amplio con-
junto de estudios en la materia así lo atestiguan, sin em-
bargo, dentro del sistema jurídico mexicano este tema 
durante algún tiempo no tuvo la atención que merece 
hasta el momento en que adquiere relevancia constitu-
cional con la reforma publicada el 18 de junio de 2008.1 

En efecto, la denominada reforma constitucional en 
materia de seguridad y justicia incluyó en su nuevo 
texto del artículo 17 expresamente el mandato al legis-
lador ordinario para que estableciera mecanismos al-
ternativos de solución de controversias, con especial 
referencia a su regulación en el ámbito penal.

Esta incorporación al texto constitucional se justi-
ficó durante el trámite legislativo2 como parte de la 

1 La reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 18 de junio de 2008 es una muy amplia y ambiciosa modificación al 
texto de la Carta fundamental que establece las bases para transformar, total-
mente, el sistema nacional de seguridad pública, el combate a la delincuencia 
organizada y el sistema de justicia penal mexicano. Lograr esta última finali-
dad: transformar el proceso penal mexicano —que actualmente es de naturale-
za mixta con predominancia de su etapa inquisitiva, por un sistema acusato-
rio— es uno de los retos más complejos y arduos que enfrenta el Estado de 
Derecho en México. Sobre las implicaciones de esta reforma puede verse el 
primer capítulo de Antonio Caballero Juárez y Carlos F. Nataren Nandayapa, 
Los Principios Constitucionales del Nuevo Proceso Penal Acusatorio y Oral Mexi-
cano, México, unam, 2013.

2 En lo que se refiere a conocer la justificación de esta reforma constitu-
cional, nos parece que la mejor de las opciones es la lectura del “Dictamen de 
Primera Lectura de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de 
Justicia de la Cámara de Diputados, con Proyecto de Decreto que reforma, 
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que la evolución progresiva de su protección ha derivado en la conclusión de que este 
deber estatal no se limita únicamente a una cuestión formal, sino que además se im-
pone al Estado la obligación de proporcionar todos los medios necesarios para que el 
sujeto de dichos derechos pueda hacerlos efectivos, lo que incluye que sea de manera 
pronta y expedita. 

De acuerdo con el dictamen a la reforma constitucional3 esta conclusión tendría 
su origen en el sistema interamericano, específicamente en el artículo 1.1 de la Con-
vención Americana de Derechos Humanos, donde se fija el compromiso de los Estados 
partes respecto a la aplicación de dicho instrumento internacional, lo que también 
implicaría la obligación del Estado de garantizar el acceso efectivo a la justicia. En 
este sentido, se considera que los mecanismos alternativos de solución de controversias 
son una garantía de la población para el acceso a una justicia pronta y expedita. 

En efecto, para el poder reformador de la Constitución los mecanismos alternativos 
de solución de conflictos —entre los que menciona a la mediación, a la conciliación y 
al arbitraje—, permitirían en primer lugar cambiar de paradigma en el sistema de 
justicia, adoptando el de la justicia restaurativa; de igual forma propiciarían una par-
ticipación más activa de la población para encontrar otras formas de relacionarse entre 
sí, que privilegiara la responsabilidad personal, el respeto al otro y la utilización de la 
negociación y la comunicación para el desarrollo colectivo; también servirían para 
despresurizar las altas cargas de trabajo de los órganos jurisdiccionales y para que las 
víctimas obtuvieran de forma más rápida la reparación del daño. 

Ahora bien, el nuevo texto constitucional hace mención expresa de la aplicabilidad 
de estos medios alternativos de solución de controversias al ámbito penal, sin embargo, 
señala que en estos casos será necesario que se cubra, previamente y en su totalidad, 
la reparación del daño como requisito de procedibilidad, así como que es necesario 
asegurar que exista una vía de revisión de autoridad judicial en su cumplimiento, en 
beneficio de las víctimas y los ofendidos del delito. 

Es así que bajo los argumentos comentados, que enfatizan la relación entre medios 
alternativos de solución de controversias y reparación pronta y expedita del daño a la 
víctima del delito, es que puede entenderse que estos medios se hayan incluido como 
parte esencial de la propuesta de reforma integral al sistema de justicia penal mexicano. 

La perspectiva de la Teoría General del Proceso  
en el estudio de los Medios Alternativos de Solución de Controversias

Ahora bien, la incorporación reciente al texto constitucional mexicano no implica que 
su estudio no haya sido realizado con anterioridad, de hecho una de las monografías 

adiciona y deroga diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos” de 13 de diciembre 
de 2007. En este epígrafe se comentarán los argumentos de este dictamen.

3 Idem, cfr. parte relativa al artículo 17 constitucional.
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asprocesales más conocidas en esta materia la realizó, precisamente en México, el juris-

ta español Niceto Alcalá Zamora y Castillo, nos referimos a la obra Proceso, Autocom-
posición y Autodefensa.4 En este trabajo se toma como punto de partida que el origen 
del proceso siempre estará en la realidad “meta” y “extra” procesal. Esta realidad es 
una situación de conflicto, a la que el proceso está llamado a solucionar, es a lo que la 
doctrina procesal se refiere como “litigio”, entendido como el “conflicto jurídicamen-
te trascendente susceptible y susceptible de solución asimismo jurídica”.5 La anterior 
definición, si es entendida de forma amplia, permite su aplicación a todos los ámbitos 
del enjuiciamiento —civil, mercantil, penal, administrativo, etcétera.

Ahora bien, producido el litigio, entre dos esferas contrapuestas de intereses, exis-
ten dos grandes sistemas de respuesta. Siguiendo a Alcalá Zamora, por un lado se 
encuentran los que tienen una propuesta de solución “imparcial”, por otra parte los 
litigios cuya propuesta de solución surge de una de las partes, por lo que será una 
solución “parcial”. Este grupo se denomina más comúnmente de autocomposición, está 
compuesto por aquellos medios en los cuales son las propias partes confrontadas las 
que resuelven sus desavenencias, en ejercicio de la autonomía de la voluntad, ya sea 
de manera directa o asistidos por terceros neutrales que facilitan el diálogo y la bús-
queda de soluciones al conflicto. Dentro de este primer grupo se encuentran mecanis-
mos como la negociación, la mediación y la amigable composición.

Cabe señalar que en el caso de la mediación a primera vista parece que se trata 
de un caso de solución imparcial, sin embargo, aunque tiene la forma de este grupo, 
en realidad, como señala don Niceto, la mediación es autocompositiva, ya que el me-
diador se limita a proponer una solución, que los litigantes son dueños de aceptar, 
modificar o rechazar.6

El segundo grupo, de soluciones imparciales, es más comúnmente denominado de 
heterocomposición, y se integra por aquellos medios en los cuales las partes enfrenta-
das someten la solución de sus conflictos a terceros, que se encargan de resolverlos 
independientemente de la autonomía de la voluntad de las partes. En este segundo 
grupo se ubican tanto la jurisdicción ordinaria como el arbitraje.

En la autocomposición las partes pueden abordar la solución del conflicto ya sea 
comunicándose e intercambiando propuestas directamente, y en este caso estamos ante 
una negociación, o bien con la intervención de un tercero neutral e imparcial que fa-
cilita y promueve el diálogo y la negociación entre ellas —y en ese evento nos encon-
tramos ante la mediación, en cualquiera de sus modalidades—. Si bien el término 
conciliación se emplea en varias legislaciones como sinónimo de mediación, “en sen-
tido estricto la conciliación es una forma particular de mediación en la que el tercero 
neutral e imparcial, además de facilitar la comunicación y la negociación entre las 

4 En lo sucesivo todas las referencias a esta obra se harán de la siguiente edición del Instituto de Investigaciones Jurí-
dicas de la unam: Niceto Alcalá Zamora y Castillo, Proceso, Autocomposición y Autodefensa. Contribución a los estudios de los 
fines del Proceso, 1a. reimpresión de la 3a. ed., México, unam, 2000.

5 Ibidem, apartado 2 B).
6 Ibidem, apartado núm. 44, p. 75.
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sea su voluntad”.7

La doctrina procesal coincide en que los mecanismos alternativos de solución de 
controversias tienen por regla general, además del objetivo ya señalado de facilitar el 
acceso a la justicia, el de mejorar la capacidad de la comunidad para participar en la 
resolución de los conflictos y aliviar la saturación de los sistemas jurisdiccionales or-
dinarios, el exceso de tiempo que requieren y la disminución de costos de la justicia.

Estos mecanismos son frecuentemente utilizados para resolver controversias sobre 
contratos comerciales y civiles, responsabilidad extracontractual, procesos de separa-
ción y divorcio, alimentos y custodia de los hijos, disputas por despidos injustificados 
o por políticas discriminatorias en materia laboral, controversias sobre contratos admi-
nistrativos, etc.; sin embargo, en México, su aplicación al ámbito penal no se encon-
traba muy difundida hasta la reforma constitucional de 2008 comentada líneas arriba. 
Las nuevas legislaciones mexicanas en la materia —de las cuales la Ley Nacional de 
Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en Materia Penal y el Código 
Nacional de Procedimientos Penales son su último desarrollo— han venido a dar im-
pulso a su aplicación en este ámbito, por esta razón resulta muy importante hacer una 
descripción, aun de forma somera, de sus aspectos más relevantes.

La Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución  
de Controversias en Materia Penal 

En primer término debe señalarse que esta ley está pensada para impulsar la aplicación 
de estos mecanismos como parte del nuevo sistema acusatorio y oral, ya que estos 
mecanismos son parte importante de las salidas alternas que permiten la viabilidad de 

7 Esta definición la tomamos de la sentencia C-1195-01 de la Corte Constitucional Colombiana, que, en su apartado 
4.3, realiza un estupendo recuento de las modalidades de los mecanismos alternativos desde la perspectiva del derecho 
comparado: “Dentro de este conjunto de mecanismos alternativos de solución de conflictos, en especial en el sistema nortea-
mericano, se destacan distintas modalidades que varían según el tipo de intervención y las funciones que realice el tercero. 
Estas modalidades se pueden clasificar en tres grandes grupos:

a) La negociación directa de las partes, donde sólo quienes están involucrados en el asunto en discusión participan en el 
diálogo y sin la intervención de un tercero, proponen fórmulas de arreglo y adoptan una solución para poner fin al conflicto.

b) La resolución asistida por un tercero neutral, que a su vez se divide en dos subgrupos:
a. La mediación que es un procedimiento consensual, confidencial a través del cual las partes, con la ayuda de un fa-

cilitador neutral entrenado en resolución de conflictos, interviene para que las partes puedan discutir sus puntos de vista y 
buscar una solución conjunta al conflicto. La mediación puede ser de distintas formas, entre las cuales se encuentran: la 
facilitación, la conciliación y la regulación negociada.

b. Los sistemas híbridos de negociación asistida, que tienen resultados predefinidos y dentro de los cuales se encuen-
tran la evaluación neutral previa, el descubrimiento de los hechos, el defensor de usuarios, consumidores o empleados, el 
mini juicio, el proceso abreviado ante jurado, la administración del proceso, el arreglo judicial, el arbitraje no vinculante, la 
mediación-arbitraje.

c) La adjudicación, en la que un tercero resuelve el conflicto por las partes y dentro del cual se encuentran el arbitra-
je, los sistemas de justicia formal y la justicia impartida por determinadas autoridades administrativas”.
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asmodelo a mediano plazo al evitar la saturación del Sistema de Procuración y Adminis-

tración de Justicia.8

En efecto, en el ámbito de la justicia penal el modelo de esta Ley viene a comple-
mentar el desarrollo de los Códigos Procesales, que inicia en las entidades de la Fede-
ración y concluye en el Código Procesal Penal único. En este sentido conviene recordar 
que, mientras que desde el año de 20079 existen códigos procesales que hacen uso de 
estos medios alternativos de solución de controversias, no era obligatorio que existiera 
un desarrollo legislativo10 sobre estos medios en las entidades11 o en la Federación, por 
lo que no es sino hasta el finales de 2014 que se publica esta ley. 

Para plantear con claridad la situación puede afirmarse que los códigos del nuevo 
sistema acusatorio y oral de justicia penal han venido regulando los efectos procesales 
—es decir, cómo se otorga reconocimiento jurisdiccional a la decisión que pone fin al 
litigio— de los medios alternativos (sobre todo en el caso de la mediación, la concilia-
ción y las juntas restaurativas) y que la Ley Nacional de Medios Alternativos de Solu-
ción de Controversias ahora regula el cómo se llega a esa decisión, así como qué re-
quisitos deberá cumplir el órgano encargado y los servidores públicos que lo integran.

En este sentido, podemos señalar que la Ley inicia por establecer que los meca-
nismos alternativos de solución de controversias en materia penal tienen como finalidad 
propiciar, a través del diálogo, la solución de las controversias que surjan entre miem-
bros de la sociedad con motivo de la denuncia o querella referidos a un hecho delicti-
vo. De igual forma se establece que todos los procedimientos estarán basados en la 
oralidad, la economía procesal y la confidencialidad.12 Llama la atención que la norma 
no denomine “principios” a estos criterios. Quizá porque queda muy claro que en el 
nuevo texto del artículo 20 constitucional la oralidad no es un principio.13 Sin embargo, 
existe una amplia tradición jurídica de considerar a la economía procesal como prin-
cipio y lo mismo se ha predicado de la confidencialidad.

La situación se vuelve un poco confusa al observar que en su artículo 4º la Ley 
habla de los principios rectores de los medios alternos a la voluntariedad; a la infor-

8 Cfr. Carlos F. Nataren Nandayapa, “Las salidas alternas en el diseño del nuevo proceso penal: breves notas desde la 
experiencia de la reforma en las entidades de la Federación”, en revista Reforma Judicial. Revista Mexicana de Justicia, núm. 
11, México, unam, 2008, pp. 99-108.

9 Desde enero y septiembre de 2007, el nuevo sistema penal inició su vigencia en el Distrito Judicial “Morelos” de la 
Ciudad de Chihuahua, en el Estado de Chihuahua y en la región del Istmo de Tehuantepec, en el estado de Oaxaca, respec-
tivamente. Aunque en ambos estados el diseño procesal toma como premisa la existencia de los medios alternativos de solu-
ción de controversias, debe señalarse que, en Chihuahua los esfuerzos para la implementación del nuevo sistema impulsaron 
el uso de la mediación en el ámbito de la Procuraduría General de Justicia.

10 De acuerdo con los transitorios de la reforma constitucional de 18 de junio de 2008 se estableció una vacatio legis de 
8 años, por lo que no existió obligatoriedad hasta el 18 de junio de 2016.

11 Debe señalarse que el desarrollo de los medios alternativos de solución de controversias en el ámbito de las entidades 
de la Federación está muy desarrollado, aunque con diferencias muy marcadas entre las entidades, e inició con la reforma 
constitucional del estado de Quintana Roo —acompañada de una ley de justicia alternativa— de 14 de agosto de 1997.

12 Cfr. Segundo párrafo del artículo 1º de la Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en 
Materia Penal.

13 Cfr. Sobre este punto puede consultarse Antonio Caballero Juárez y Carlos F. Nataren Nandayapa, “Los principios 
constitucionales del nuevo proceso penal acusatorio y oral mexicano”, op. cit.
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y la honestidad. En nuestra opinión se podría pensar que el primer listado son los 
criterios que regularán su incorporación al proceso y que el segundo, que incluye de 
nuevo a la confidencialidad, se refiere a los criterios esenciales para su realización.

En cuanto a los requisitos de procedibilidad, el artículo 5º nos remite a la regulación 
procesal aplicable, que no es otra más que el Código Nacional de Procedimientos Pena-
les. Otro aspecto que también queda bajo la regulación del Código Procesal14 es el que 
se refiere al momento procesal oportuno para su realización. Así, se establece que podrán 
ser aplicados desde el inicio del procedimiento penal y hasta antes de dictado el auto de 
apertura a juicio, en el nuevo proceso penal acusatorio, o antes de que se formulen las 
conclusiones, si se tratara de un asunto dentro del proceso mixto tradicional. 

Por otra parte, destaca que, en el artículo 20 de la Ley, se establezca que los casos 
en los que el imputado se encuentre detenido por flagrancia el Ministerio Público podrá 
disponer la libertad del imputado durante la investigación para que esté en posibilida-
des de participar en el mecanismo alternativo. De igual forma, se establece que se 
podría cambiar la prisión preventiva ya decretada con el fin de permitir participar al 
imputado en las sesiones de aplicación.

Resulta interesante que la Ley defina a la mediación, la conciliación y a las juntas 
restaurativas. La mediación es “el mecanismo voluntario mediante el cual los Intervi-
nientes, en libre ejercicio de su autonomía, buscan, construyen y proponen opciones 
de solución a la controversia, con el fin de alcanzar la solución de ésta. El Facilitador 
durante la mediación propicia la comunicación y el entendimiento mutuo entre los 
Intervinientes”.15

La Ley, al definir la conciliación,16 enfatiza que el facilitador podrá, sobre la base 
de criterios objetivos, presentar alternativas de solución diversas, además de su acti-
vidad dirigida a propiciar el entendimiento de las partes.

Por último, de acuerdo con la Ley,17 la junta restaurativa tiene un componente 
comunitario y colectivo muy importante, acercándose mucho a la idea de justicia res-
taurativa. 

En efecto, en este mecanismo la víctima u ofendido, el imputado y, en su caso, la 
comunidad afectada, en libre ejercicio de su autonomía, buscan, construyen y proponen 
opciones de solución a la controversia con el objeto de lograr un Acuerdo que atienda las 
necesidades y responsabilidades individuales y colectivas, así como la reintegración de 
la víctima u ofendido y del imputado a la comunidad y la recomposición del tejido social.

Ahora bien, por lo que se refiere a la ubicación orgánica del órgano encargado de 
aplicar estos mecanismos —ya que en algunos estados de la Federación es parte de los 
tribunales, en otros es parte de la procuraduría y, en otros existen órganos en ambas 
instituciones— la Ley señal18 que deberá existir un órgano especializado en la Procu-

14 Artículo 6º de la Ley Nacional de Medios Alternativos de Solución de Controversias.
15 Artículo 20 de la Ley Nacional de Medios Alternativos de Solución de Controversias.
16 Artículo 25 de la Ley Nacional de Medios Alternativos de Solución de Controversias.
17 Artículo 27 de la Ley Nacional de Medios Alternativos de Solución de Controversias.
18 Artículo 40 de la Ley Nacional de Medios Alternativos de Solución de Controversias.
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estatales, y que los poderes judiciales —federal y estatales— podrán contar con dichos 
órganos, pero no es obligatorio. En cuanto a los servidores públicos —facilitadores en 
la terminología de la Ley— que integrarán estos órganos, se señala que deberán estar 
certificados y cumplir con los requisitos mínimos que establece la propia Ley,19 como 
licenciatura afín a las labores, con cédula profesional; y, en los casos que se trate de 
un órgano parte de instituciones de procuración de justicia, acreditar las evaluaciones 
de control de confianza.

La regulación de los medios alternos de solución de controversias  
en la regulación procesal penal mexicana

Como se señaló en el epígrafe anterior, la Ley remite al Código Nacional de Procedi-
mientos Penales en lo que se refiere tanto a los requisitos de procedibilidad, como a la 
oportunidad para el ejercicio de los medios alternos de solución de controversias. Sin 
embargo, antes de abordar cada figura en concreto para destacar estos elementos, es 
necesario señalar que el código establece la categoría de solución alterna, así como la 
determinación anticipada del proceso.

En la primera categoría se incluye al acuerdo reparatorio y a la suspensión condi-
cional del proceso, mientras que el procedimiento abreviado será considerado una 
forma de terminación anticipada del proceso.20 Esta distinción resulta lógica si se 
aprecia que en las primeras dos figuras procesales no existirá una sentencia sobre los 
méritos de la acción penal ejercida, mientras que en el caso del abreviado sí existirá 
una resolución de fondo. Esta forma de analizar el resultado de la figura procesal nos 
permite incluir al ejercicio de los criterios de oportunidad como parte de las salidas 
alternas, aunque en rigor es una de las formas unilaterales del Ministerio Público para 
extinguir la acción penal, pero dado que son susceptibles de ser revisados por el juez, 
a petición de la víctima, tiene una lógica y unos efectos que justifican su estudio junto 
con las tres figuras procesales comentadas.

Acuerdos reparatorios

Los acuerdos reparatorios son aquellos que recogen un pacto entre la víctima u ofen-
dido y el imputado con el fin de establecer la solución del conflicto, “a través de cual-
quier mecanismo idóneo”, que de acuerdo con el código, tiene el efecto de concluir el 
procedimiento, lo cual es una referencia directa a los medios alternativos de solución 
de controversias.

19 Artículo 48 de la Ley Nacional de Medios Alternativos de Solución de Controversias.
20 Artículos 184 y 185 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
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a)	 Que se persigan por querella;
b)	 Por requisito equivalente de parte ofendida;
c) 	 En que proceda el perdón de la víctima u ofendido;
d) 	 Culposos;
d) 	 De contenido patrimonial que se hayan cometido sin violencia sobre las per-

sonas;

Se exceptúan de la posibilidad de admitir un acuerdo reparatorio como terminación 
anticipada del procedimiento penal:22

a) 	 Cuando el imputado haya celebrado otros acuerdos por hechos de la misma 
naturaleza, que correspondan a delitos dolosos, salvo que hayan transcurrido 
dos años; 

b) 	 Cuando se trate de violencia familiar o sus equivalentes en las entidades fe-
derativas

Si el delito afecta intereses difusos o colectivos, el Ministerio Público asumirá la 
representación para efectos de la conciliación.

Estos acuerdos proceden hasta antes de decretarse el auto de apertura de juicio 
oral, es decir, desde la etapa de investigación hasta la audiencia intermedia. El juez, 
a petición de las partes, podrá suspender el proceso penal hasta por treinta días para 
que las partes negocien, medien o concilien con el apoyo de la autoridad competente 
especializada en la materia. En caso de interrumpirse la negociación, mediación o 
conciliación, cualquiera de las partes puede solicitar la continuación del proceso.23

Una vez aprobados los acuerdos por el juez, éstos se registran y comienza a correr 
el plazo fijado para el cumplimiento de las obligaciones pactadas, lo que suspenderá 
el trámite del proceso y la prescripción de la acción penal.24 Si el imputado incumple 
sin justa causa las obligaciones pactadas dentro del término que fijen las partes, o en 
caso de no establecerlo dentro de un año contado a partir del día siguiente de la rati-
ficación del acuerdo, el proceso continuará como si no se hubiera arribado a acuerdo 
alguno. Si se cumple lo acordado no procede el ejercicio de la acción penal o, en su 
caso, extingue la ya iniciada.25

Respecto a esta salida alterna, la cuestión principal que debe resaltarse son las 
medidas que deben existir para garantizar que al acuerdo se llega sin coacción de al-
gunas de las partes. Requieren participación del Estado como garante de la igualdad 
de las partes. 

21 Artículo 187 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
22 Ibidem.
23 Artículo 188 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
24 Artículo 189, Párrafo Segundo del Código Nacional de Procedimientos Penales.
25 Artículo 189, Párrafo Tercero del Código Nacional de Procedimientos Penales.
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Esta salida alterna procede en casos en que ya se ha dictado auto de vinculación a 
proceso, siempre que se trate de un delito cuya pena máxima de prisión no exceda de 
cinco años, el imputado no haya sido condenado por delitos dolosos, no tenga o haya 
tenido otro proceso suspendido a prueba y no exista oposición fundada del Ministerio 
Público y de la víctima u ofendido.26

Al igual que en los casos de los criterios de oportunidad y del procedimiento abre-
viado, procede a solicitud del Ministerio Público, pero esta figura procesal también 
admite la solicitud del imputado.

La oportunidad para solicitar la suspensión del proceso a prueba tiene el mismo 
plazo que los acuerdos reparatorios, es decir, hasta antes de acordarse la apertura de 
juicio oral.27 Se resuelve en audiencia donde el imputado deberá plantear, en su caso, 
un plan de reparación del daño causado por el delito (el plan podrá consistir en una 
indemnización equivalente a la reparación del daño que, en su caso, pudiera llegar a 
imponerse, o una reparación simbólica, así como los plazos para cumplirla)28 y lo que 
diferencia esta salida alterna de las otras: un detalle de las condiciones que el impu-
tado estaría dispuesto a cumplir y que el juez le impondrá.

En efecto, esta salida alterna implica una resolución en la que el juez fijará las 
condiciones bajo las cuales se suspende el proceso y aprobará o modificará el plan de 
reparación propuesto por el imputado.

El código establece un listado de condiciones que podrán ser establecidas para 
que se cumplan por el imputado durante el periodo de suspensión del proceso a prue-
ba. Sin embargo, que se haya establecido un listado de condiciones no implica que son 
numerus clausus, ya que es posible establecer una condición ad hoc por el juez, ya sea 
de oficio o a petición de parte. El plazo para mantener el cumplimiento de las condi-
ciones no podrá ser inferior a un año ni superior a tres. Dentro de las condiciones en-
contramos las siguientes:29

a)	 Residir en un lugar determinado;
b)	 Frecuentar o dejar de frecuentar determinados lugares o personas;
c)	 Abstenerse de consumir drogas o estupefacientes o de abusar de las bebidas 

alcohólicas; 
d)	 Participar en programas especiales para la prevención y tratamiento de adic-

ciones;
e)	 Aprender una profesión u oficio o seguir cursos de capacitación en el lugar o 

la institución que determine el juez;
f)	 Prestar servicio social a favor del Estado o de instituciones de beneficencia 

pública;

26 Artículo 192 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
27 Artículo 193 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
28 Artículo 194 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
29 Artículo 195 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
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públicas; 
h)	 Tener un trabajo o empleo, o adquirir, en el plazo que el juez determine, un 

oficio, arte, industria o profesión, si no tiene medios propios de subsistencia;
i)	 Someterse a la vigilancia que determine el juez; 
j)	 No poseer ni portar armas;
k)	 No conducir vehículos;
l)	 Abstenerse de viajar al extranjero; y
m)	 Cumplir con los deberes de deudor alimentario.

Como se señaló, estas condiciones podrán ser sustituidas si se acredita que el 
imputado no puede cumplirlas por ser contrarias a su salud, sus creencias religiosas o 
alguna otra causa de especial relevancia.

Resulta importante considerar que en los procesos penales suspendidos resulta 
responsabilidad del Ministerio Público tomar las medidas necesarias para evitar la 
pérdida, destrucción o ineficacia de los medios de prueba conocidos y las que soliciten 
las partes.

Ahora bien, si el imputado no cumple de forma injustificada de las condiciones 
impuestas, no cumple con el plan de reparación, o posteriormente es condenado en 
forma ejecutoriada por delito doloso o culposo; en los casos en que el proceso suspen-
dido a prueba se refiera a delito de esta naturaleza, el juez, a petición del agente del 
Ministerio Público o de la víctima u ofendido, establecerá una audiencia en la que se 
debatirá sobre la revocatoria y resolverá de inmediato; también podría ampliar el pla-
zo de la suspensión a prueba hasta por dos años más. Esta posiblidad para extender el 
plazo de la suspensión sólo puede imponerse por una sola vez.30

Transcurrido el plazo que se ha fijado sin que la suspensión haya sido revocada, 
se extinguirá la acción penal, debiendo el Tribunal dictar de oficio o a petición de 
parte el sobreseimiento definitivo de la causa.31

El procedimiento abreviado

El procedimiento abreviado consiste en la salida alterna que permite dictar una sen-
tencia de forma más rápida y de cuantía menor que la que sería resultado de continuar 
con el procedimiento penal ordinario en los casos en que, previa solicitud del repre-
sentante social, el imputado admita el hecho que le atribuyera el Ministerio Público 
en su escrito de acusación, acepte la aplicación de este procedimiento y no haya opo-
sición fundada de la víctima u ofendido constituido como acusador coadyuvante. Si la 
víctima no está constituida como coadyuvante se le escuchará, pero su criterio no será 
vinculante. 

30 Artículo 198 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
31 Artículo 199 del Código Nacional de Procedimientos Penales.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://goo.gl/guC9yu

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, LXIII Legislatura-http://www.diputados.gob.mx/ 

M.A. Porrúa, librero-editor-https://maporrua.com.mx/ 



Transversalidad constitucional con prospectiva convencional | 717

Lo
s m

ed
io

s a
lte

rn
at

ivo
s d

e 
so

lu
ció

n 
de

 c
on

tro
ve

rsi
asLa solicitud del Ministerio Público de ir a Abreviado debe presentarse en la au-

diencia en que se dicte el auto de vinculación a proceso.32 El Juez de Control puede 
rechazar la apertura del procedimiento abreviado porque se continúa el procedimiento 
hasta la audiencia intermedia donde el Ministerio Público puede solicitar nuevamente 
el abreviado.33 

Resulta relevante que en estos casos, el Ministerio Público podrá modificar su 
acusación, así como la pena requerida. Este último punto es fundamental en el diseño 
del nuevo proceso, ya que el Ministerio Público podrá solicitar la aplicación de una 
pena inferior hasta en un tercio de la mínima señalada para el delito por el cual acusa.

El juez verificará que el imputado esté conforme con el procedimiento abreviado, 
conozca su derecho a exigir un juicio oral, y que renuncia voluntariamente a este de-
recho con asistencia de su abogado.34 El juez también debe verificar que el imputado 
entiende los términos del acuerdo y sus consecuencias y acepta los hechos materia de 
la acusación en forma inequívoca y de manera libre y espontánea.35 

Si se cumplen los requisitos la autoridad judicial aceptará la solicitud del Minis-
terio Público. Cuando no lo estime así, o cuando considere fundada la oposición de la 
víctima u ofendido, rechazará la solicitud de procedimiento abreviado y continuará el 
trámite ordinario del proceso. En este caso, ni el requerimiento sobre la pena ni la 
aceptación de los hechos por parte del acusado, ni las modificaciones de la acusación 
efectuadas para posibilitar la tramitación abreviada del procedimiento se consideran 
subsistentes o vinculantes. Todos los antecedentes relativos al planteamiento, discusión 
y resolución de la solicitud de proceder de conformidad con el procedimiento abrevia-
do serán eliminados del registro y por tanto no podrán ser utilizados en el juicio oral.36

En los casos en que se acepte el procedimiento abreviado se convocará a una au-
diencia a todas las partes, quienes tendrán la oportunidad de hacer uso de la palabra, 
comenzando con el Ministerio Público y terminando con el acusado. Una vez termina-
do el debate, el juez emitirá su fallo sobre condena o absolución en la misma audiencia. 
En caso de ser condenatoria, no podrá imponer una pena superior a la solicitada por 
el Ministerio Público.

En lo que respecta a esta salida alterna, me parece que deben resaltarse como 
puntos a considerar el hecho de que debe existir siempre una disminución de la pena 
que en muchos supuestos conlleva una limitación al albedrío del juez.

Criterios de oportunidad

Esta figura tiene la característica de estar expresamente incorporada al artículo 21, 
párrafo séptimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y poste-

32 Artículo 202 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
33 Artículo 203 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 
34 Artículo 201, Fracción III, Inciso a y b del Código Nacional de Procedimientos Penales.
35 Artículo 201, Fracción III, Inciso c, d y e del Código Nacional de Procedimientos Penales.
36 Artículo 203, Párrafo Segundo del Código Nacional de Procedimientos Penales.
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racion expresa se debe a que implica una ruptura con la tradición jurídica mexicana.
En efecto, en materia del ejercicio de la acción penal —entendida como la facul-

tad de exigir del juez la imposición de una sanción en contra de un individuo derivada 
de la existencia de responsabilidad penal— nuestro país tradicionalmente ha seguido 
el principio de legalidad. En otras palabras, durante muchos años, en presencia de 
datos que acrediten el cuerpo delito y la probable responsabilidad, el agente del Mi-
nisterio Público deberá ejercer la acción penal —es decir, acusará formalmente ante 
el juez, en todos los casos, ya que no es una facultad discrecional, sino un deber.

Los criterios de oportunidad implican que, no obstante que se reúnan los requisi-
tos legales para el ejercicio de la acción penal, el Ministerio Público podrá prescindir, 
total o parcialmente, de la persecución penal, ya sea en relación con alguno o varios 
hechos, o alguna de las personas que participaron en su realización.

Los criterios de oportunidad strictu sensu implicarían que la institución del Minis-
terio Público, como parte de las decisiones de política criminal, determinará en cada 
caso concreto la conveniencia o no de la acción penal. Sin embargo, dado que esto 
implica un gran poder discrecional para el Ministerio Público —y por tanto para el 
Poder Ejecutivo— se ha buscado atemperarlo a través del establecimiento dentro de 
la misma legislación de los casos en los que procede la aplicación de estos criterios.

En el caso del Código Nacional de Procedimientos Penales que estamos comen-
tando se establece una enumeración de los supuestos en los que procede, a saber:

a) 	 Cuando se trate de un delito que no tenga pena privativa de libertad, tenga 
pena alternativa o tenga pena privativa de libertad cuya punibilidad máxima 
sea de cinco años de prisión, siempre que el delito no se haya cometido con 
violencia.38

b) 	 Se trate de delitos de contenido patrimonial cometidos sin violencia sobre las 
personas o delitos culposos, siempre que el imputado no hubiere actuado en 
estado de ebriedad, bajo el influjo de narcóticos o de cualquier otra sustancia 
que produzca efectos similares.39

c) 	 De acuerdo con los códigos que comentamos, se prescindirá del ejercicio de 
la acción penal en los casos en que el imputado haya sufrido, a consecuencia 
del hecho, un daño físico o psicológico grave que torne desproporcionada la 
aplicación de una pena. Este es el caso de la pena natural que reconocen 
algunos códigos sustantivos que ahora se traslada al de procedimientos con la 
consecuencia de variar su naturaleza jurídica.40

d) 	 Otro supuesto considerado en la aplicación de los criterios de oportunidad 
tiene lugar cuando la pena o medida de seguridad que pueda imponerse por 

37 Artículo 256 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
38 Artículo 256, Fracción I del Código Nacional de Procedimientos Penales.
39 Artículo 256, Fracción II del Código Nacional de Procedimientos Penales.
40 Artículo 256, Fracción III del Código Nacional de Procedimientos Penales.
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tomar en consideración la pena o medida de seguridad ya impuesta. Los códigos 
amplían la posible renuncia del Ministerio Público al ejercicio de la acción 
penal cuando la pena que podría imponerse no tenga relevancia comparada 
con “la que se debe esperar por los restantes hechos, o la que se le impuso o 
se le impondría en un proceso tramitado en otro fuero”. 

	 Este supuesto permite al Ministerio Público centrarse en los hechos de más 
importancia, aunque también es aplicable a los casos en que exista insuficien-
cia probatoria de la Averiguación Previa e incluso para presionar la posible 
aceptación de un abreviado.41

e) 	 Cuando el imputado aporte información esencial para la persecución de un 
delito más grave del que se imputa, siempre que el imputado realice alguno 
de los siguientes supuestos:42

i.	 aporte información esencial para la persecución de un delito más grave 
del que se le imputa;

ii.	 la información que proporcione derive en la detención de un imputado 
diverso; y 

iii.	 se comprometa a comparecer en juicio.
	 En el mismo sentido, para la aplicación de los criterios de oportunidad en 

los hechos que tengan relación con la delincuencia organizada, el imputado 
deberá cumplir con los siguientes requisitos43;
1.	 Que no exista investigación en su contra.
2.	 Que aporte información importante que contribuya para ejercer acción 

penal en contra de otros miembros de la delincuencia organizada.
3.	 Que aporte medios de prueba suficientes para sentenciar a otros miem-

bros de la delincuencia organizada.
4.	 Cuando un sentenciado aporte pruebas eficaces para sentenciar a otros 

miembros de la delincuencia organizada.
f)	 Cuando la afectación al bien jurídico tutelado resulte poco significativa.44 No 

se aplicarán los criterios de oportunidad, de acuerdo con el mismo código en 
los casos de delitos contra el libre desarrollo de la personalidad, de violencia 
familiar ni en los casos de delitos fiscales o aquellos que afecten gravemente 
el interés público.45

	 En estos supuestos relativos al inciso “D”, los criterios de oportunidad se 
suspenderán hasta que en tanto el imputado beneficiado comparezca a rendir 
su declaración en la audiencia de juicio. 

41 Artículo 256, Fracción IV del Código Nacional de Procedimientos Penales.
42 Artículo 256, Fracción V del Código Nacional de Procedimientos Penales.
43 Artículo 35 de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada.
44 Artículo 256, Fracción VI del Código Nacional de Procedimientos Penales.
45 Artículo 256, Fracción VI del Párrafo Primero, Código Nacional de Procedimientos Penales.
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 V g)	 El último de los supuestos de aplicación de los criterios de oportunidad tiene 

relación con el inciso anterior, ya que tiene lugar cuando la continuidad del 
proceso o la aplicación de la pena sea irrelevante para los fines preventivos 
de la política criminal.

El modelo aspira a que la aplicación de los criterios de oportunidad tenga como 
fundamento razones objetivas y sin discriminación, aplicando a cada caso individual 
los criterios generales que al efecto se hayan dispuesto por la Procuraduría General de 
Justicia. Esto pone de manifiesto que la aplicación de los criterios de oportunidad 
deberán ser realizados como parte de una política criminal claramente delineada por 
parte de la misma Procuraduría, con la consiguiente exigencia de hacerla pública.46 

La decisión del agente del Ministerio Público que aplique un criterio de oportuni-
dad deberá estar fundada y motivada, y será comunicada al Procurador General de 
Justicia, o a quien éste designe, a fin de que se revise que la misma se ajusta a las 
políticas generales del servicio y a las normas dictadas al respecto.47 Se señala como 
requisito de procedibilidad que en los casos en que se verifique un daño, éste deberá 
ser “previamente reparado o garantizados los daños causados a la víctima u ofendido, 
o ésta manifieste su falta de interés jurídico en dicha reparación”.48 Esto pareciera que 
establece la necesidad de que la víctima esté de acuerdo en la aplicación de los crite-
rios de oportunidad, sin embargo, esto no es cierto en todos los casos y el mismo códi-
go establece que la decisión de ejercer un criterio de oportunidad puede ser impugna-
da por la víctima u ofendido, o por el denunciante, en su caso, ante el Juez de Control, 
quien resolverá en una audiencia entre las partes.49

En cuanto a los efectos del criterio de oportunidad su aplicación extingue la acción 
penal con respecto al autor o partícipe en cuyo beneficio se dispuso. Si la decisión se 
funda en la insignificancia del hecho, sus efectos se extenderán a todos los que reúnan 
las mismas condiciones. No obstante, en los supuestos de colaboración con el Minis-
terio Público o en los casos de la poca importancia de la posible sanción la extinción 
de la acción penal queda condicionada hasta quince días naturales después de que 
quede firme la sentencia respectiva, cuando el juez, a solicitud del agente del Minis-
terio Público, deberá resolver definitivamente sobre el cese de esa persecución.50

En mi opinión los criterios de oportunidad strictu sensu, es decir, no regulados, 
abren la puerta a un espacio de excesiva discrecionalidad para el Ministerio Público 
por ahora no conveniente en el sistema de procuración de justicia en México. 

46 Artículo 256, Fracción VII, Párrafo Segundo del Código Nacional de Procedimientos Penales. 
47 Artículo 256, Fracción VII, Párrafo Quinto del Código Nacional de Procedimientos Penales.
48 Artículo 256, Párrafo Primero del Código Nacional de Procedimientos Penales.
49 Artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
50 Artículo 257 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
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En el tema de los medios alternos de solución de controversias es su aplicación a la 
materia penal donde se puede hablar de un profundo impacto en materia de protección 
de derechos humanos. En efecto, a través de estos medios alternativos es posible for-
talecer el acceso a la justicia, pronta y expedita, a la víctima del delito.

Sin embargo, debe señalarse que la incorporación de los medios alternos también 
implica una transformación de la lógica interna del sistema de justicia penal. Esta 
afirmación puede entenderse mejor si se explica desde la perspectiva de los trabajos 
del profesor Mirján Damaska.51 Damaska analiza dos elementos de cada sistema de 
justicia penal para poder entender su funcionamiento, por un lado propone estudiar la 
estructura del Estado y, en específico, la organización del Poder Judicial, ya que ésta 
influye en la posición de quien decide el fondo del proceso penal.

En segundo lugar, propone distinguir la función que debe cumplir el proceso penal. 
Desde una perspectiva teórica estas funciones son dos muy distintas. Puede que el 
proceso penal sea instrumento de implementación de políticas públicas o, como una 
segunda y diferente opción, que el proceso penal sea una herramienta para resolver 
conflictos entre particulares. 

Dentro de este marco teórico podemos afirmar que el sistema mexicano tiene, por 
un lado, un sistema jerárquico de organización del Poder Judicial, lo cual condiciona 
el desarrollo del proceso construyendo un camino escalonado en el que la primera 
instancia se ve únicamente como un prerrequisito para acceder al siguiente escalón, 
representado por la segunda instancia, que en ocasiones puede constituir una decisión 
definitiva o un paso a la revisión por medio del amparo.

Por otro lado, en el sistema jurídico en México se utilizaba el conflicto entre par-
ticulares simplemente como el elemento que provocaba la actividad de implementar 
una visión de Estado sobre cómo debía ser la sociedad. Esto explica porque la víctima 
dentro del proceso tenía una situación muy desfavorable, ya que en realidad el proce-
so no estaba pensado en los conflictos particulares, sino en el hecho de ser una herra-
mienta de implementación de las políticas públicas.

Cuando con la reforma del 2008 se establece, la mediación en materia penal in-
trodujo en el sistema mexicano una finalidad que anteriormente no se incluía: la solu-
ción del conflicto al servicio de los particulares. Este cambio implica que el interés en 
la implementación de una política pública dejará de ser el elemento de única impor-
tancia en la aplicación de justicia penal y el proceso penal se convierte en una herra-
mienta de protección de los derechos humanos de la víctima. 

51 Al respecto, el trabajo fundamental es la obra Las caras de la justicia y la autoridad del Estado, análisis comparado 
del proceso legal, trad. Andrea Morales Vidal, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2000.
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